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Los cursos de agua y sus espacios ribereños en la provincia de Santa Fe. Un problema crítico.

El sistema hídrico de la provincia está contenido en la cuenca del Paraná, que  recorre el límite este de la provincia a lo largo de aproximadamente 800 km. El tramo santafesino corresponde a la región hidrográfica del Paraná Medio e Inferior. 

En el sector norte la margen correspondiente a la provincia de Santa Fe es baja y anegadiza con numerosas islas de formación aluvional, mientras que la margen opuesta (perteneciente a la provincia de Entre Ríos) posee altas barrancas. Al sur del paralelo 32° Sur el cauce principal del río  se orienta hacia la costa santafesina que presenta ‑a partir de allí y hacia el sur‑ altas barrancas sobre la margen derecha (característica que da lugar a una importante sucesión de puertos), mientras que las zonas bajas y anegadizas se extienden del lado entrerriano. La ribera de la margen santafesina posee en este tramo barrancas que suelen alcanzar 18 y 20 metros sobre la cota del río, con tramos cortados a pique (como los de la ciudad de Rosario y la ribera metropolitana hacia el norte) y tramos en pendiente más o menos brusca que se complementan con extensos planos sedimentarios inferiores (como ocurre en la mayor parte de la ribera al sur de Rosario y hasta el límite provincial, señalado por el Arroyo del Medio). 

En el tramo sur del río Paraná  se encuentra el Delta, que se inicia en la localidad de Diamante (provincia de Entre Ríos), tiene una extensión lineal de 320 km y un ancho muy variable que va desde los 18 km hasta alcanzar los 100 km de ancho sobre el frente de la desembocadura al Río de la Plata. El tramo que se corresponde con la provincia de Santa Fe (desde Diamante a Villa Constitución) se define como Delta Superior.  

Los afluentes fundamentales del río Paraná en el territorio santafesino son: el río Salado y el Carcaraná que atraviesan la provincia ingresando desde el oeste; el río San Javier, que desagua la zona húmeda de la cuña boscosa y el río Coronda, muy caudaloso pero de corto recorrido entre las ciudades de Santa Fe y Rosario. Además existe una multitud de arroyos, cañadas y lagunas, ya que se trata de un territorio fuertemente irrigado. 
Los ríos y arroyos más importantes del norte y centro de la provincia (hasta el río Carcarañá) tienen la particularidad de correr por las fallas paralelas al Paraná, es decir, con un sentido predominante norte-sur en gran parte de su recorrido. En el centro de la provincia el río Salado y el Río Coronda recogen las aguas de una serie de arroyos y cañadas que discurren en sentido este-oeste.  El río Coronda corre paralelo al Paraná muy próximo a la ribera  para desembocar al norte del área metropolitana de Rosario. Los arroyos al sur del Carcarañá: Saladillo, Frías, Seco, Pavón y del Medio, en cambio, son cortos y se ubican en sentido este-oeste, recogen agua de cañadas y lagunas y corren encajonados en su último tramo. Todos tienen saltos que se producen como resultado de la erosión retrocedente sobre las barrancas y desaguan sobre el Paraná, algunos a partir de espectaculares meandros (como el arroyo del Medio o el Pavón).
Dentro del sistema ribereño de la provincia de Santa Fe, ambiente más significativo es el del valle de inundación del Paraná  y el sistema de islas que contiene. Tanto el Alto Delta como las amplísimas extensiones de la ribera baja en la margen santafesina norte y central, y la menos extensa ribera metropolitana sur de Rosario, son espacios de enorme riqueza natural, ambiental y paisajística.  

El Delta del Paraná es un inmenso humedal y como tal, además de albergar una rica diversidad biológica, cumple múltiples y fundamentales funciones como la recarga y descarga de acuíferos, el control de inundaciones, la retención de sedimentos y nutrientes, la estabilización de costas, la protección contra la erosión, la regulación del clima y una extensa lista de bienes y servicios al hombre. (SECRETARÍA DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE, 2008, p.3)
La vegetación nativa característica del valle de inundación del Paraná Medio es una ramificación de la eco-región de la Selva Misionera o Paranaense, por la dinámica fluvial de arrastre y deposición de sedimentos acarreados desde las mesetas y montañas cabecera de la cuenca. Tanto los rasgos de la flora como de la fauna de la región deben ser entendidos a partir de esta dinámica.


Este sistema, de enorme riqueza biótica, ha sido sin duda estructurador del territorio y de su paisaje.  Así, el sistema de ciudades principales se recuesta sobre el Paraná, a la vez que el sistema ferroviario y carretero confluye hacia la ribera de este río donde se encuentran emplazados los grandes puertos de la región. Un modelo de organización que se definió originalmente en función del tradicional modelo-agroexportador, al que el país adhirió en los últimos años del siglo XIX, y que posteriormente fue  consolidado por la localización de las industrias. Estas últimas, aún cuando no en todos los casos requerían de la proximidad de río como condición de localización, reforzaron el modelo en una lógica de aprovechamiento de las capacidades ya instaladas, tanto en lo referente a redes de infraestructura y de accesibilidad como a disponibilidad de mano de obra y servicios.  
Hoy la condición ambiental de los ríos y arroyos de la provincia y sus extensas áreas ribereñas es crítica: vulnerabilidad ante crecidas, competencia por el espacio y conflictos de uso, localización de usos de alto impacto en situaciones ribereñas, contaminación ambiental de diverso origen, destrucción de hábitats naturales, bloqueo del acceso público al río e invasión del dominio público, asentamientos irregulares en áreas vulnerables, erosión de riberas, excesiva fragmentación del ambiente y del paisaje, son algunos de los problemas asociados a los corredores fluviales.  
Esta problemática es además compleja y diversa, en tanto está definida a partir de las características diferenciales de la geografía de soporte (de sus suelos, sus riquezas, sus ríos y arroyos), de las actividades que se desarrollan en los distintos sectores y, fundamentalmente, por los distintos rasgos que asume la ribera del Paraná a lo largo de extensión. Es por eso que no se pretende, en la caracterización que se realiza a continuación, analizar de modo exhaustivo el espectro de problemas que presenta la provincia, sino presentarlos en general y ‑eventualmente‑ exponer, a modo demostrativo, algunos ejemplos.

Un primer factor que define el carácter crítico de la situación es el problema de la anegabilidad de varios sectores del territorio. Concurren en este orden: la existencia de extensas zonas bajas con graves dificultades naturales para desaguar (Bajos Submeridionales – área del paleocauce del Paraná); la extremada planicie del territorio y la superficialidad de los cursos de agua, que determinan que los planos de inundación sean extensísimos y el emplazamiento de centros urbanos (algunos de ellos de gran importancia y antigua data) en zonas bajas o de difícil desagüe y la apelación a  sistemas defensivos que terminan agravando la situación. El caso de la ciudad de Santa Fe es emblemático en este sentido, como así también el de la cadena de poblados ubicados al norte y al sur de esta ciudad. Si bien en relación a este problema puede observarse que varios de los factores definitorios son de orden natural y obedecen a la geomorfología, a las características del suelo, del propio sistema hídrico y del régimen de lluvias; estas naturales condiciones se ven agravadas a menudo por prácticas sociales relacionadas con los usos y modos de apropiación del territorio, con estrategias desaprensivas de explotación de los recursos y con una aplicación de técnicas y de tecnología gobernada por una visión de coyuntura, ya sea para mejorar la productividad del suelo como para defenderse de las inundaciones. 
 

Un segundo factor que define la condición crítica es el nivel de contaminación que soportan algunos cursos de agua como consecuencia del vertido de residuos cloacales en crudo y de residuos industriales con tratamiento incompleto, de la colocación de depósitos de residuos sólidos en sus márgenes, de la ocupación de sus planos de drenaje por asentamientos irregulares, de los productos químicos (fertilizantes y herbicidas) utilizados en actividades agrícolas y, en algunos casos, de la proximidad de establecimientos ganaderos orientados a la producción intensiva.
Un tercer factor es la conflictiva e inadecuada localización de los usos y su caótica organización. La localización de usos molestos e incluso nocivos en directa relación con asentamientos residenciales, la ubicación de usos de alto impacto en relación a sitios de valor ambiental y/o paisajístico, el excesivo compromiso de suelos para usos industriales y portuarios (sobre todo en el área metropolitana de Rosario), pero también para usos residenciales. La falta de planificación, la permisividad de las autoridades y la inestabilidad de las normas resultan aquí factores críticos. 

Un cuarto factor lo constituyen los modos abusivos de ocupación del espacio. El avance sobre el espacio público de las riberas, el bloqueo de accesos públicos a las mismas, la ocupación de barrancas, a veces generando situaciones de riesgo. Hacemos referencia al avance de puertos e industrias pero también de residencias privadas y establecimientos recreativos o turísticos.   Si tenemos en cuenta que los cursos de agua y sus espacios anexos configuran recursos patrimoniales para el conjunto de la sociedad, por su valor natural, ambiental y simbólico, es posible hablar de una crisis determinada por la casi exclusividad de su aprovechamiento privado en detrimento de las posibilidades de uso público. Esto ocurre fundamentalmente en extensos tramos de la ribera del Paraná ‑sobre todo aquéllos incluidos en las áreas metropolitanas de Rosario y Santa Fe‑  donde existe una feroz competencia por el aprovechamiento de la condición ribereña por parte de emprendimientos de carácter privado (sean industriales, portuarios, residenciales o recreativos) que impide todo acceso público, no sólo para el uso de los espacios ribereños sino –incluso- para su mera contemplación. 

Un quinto factor, que en gran medida es consecuencia de todos los anteriores, es la degradación y fragmentación de sistemas ambientales de gran valor y fragilidad ambiental a partir de formas de uso y ocupación abusivas. Esto se relaciona con la ocupación y la artificialización de áreas bajas (por relleno, pavimentación, deforestación, parquización o cultivo), a partir de su invasión por usos portuarios, industriales, agrícolas, ganaderos, residenciales y recreativos, pero también –incluso- de la materialización de espacios públicos que suponen la desaparición de los rasgos de la naturaleza (la destrucción de hábitas naturales) y la perversión del paisaje cuyo disfrute le daba sentido.  

Asociado a los problemas de anegabilidad, contaminación, localización conflictiva de usos y destrucción de hábitats se encuentra el problema de la vulnerabilidad socio-ambiental. El creciente problema habitacional en las ciudades de la provincia definido por la pauperización de amplios sectores de población y por las constantes migraciones internas se manifiesta de manera dramática en la invasión de los espacios públicos ribereños (barrancas y planos bajos), a menudo en condiciones de extrema vulnerabilidad socio-ambiental. En este sentido, se registran como situaciones más críticas: barrios de vivienda pública construidos en zonas anegables (el Barrio Las Flores en Rosario, es un triste ejemplo de ello); loteos económicos para sectores populares ubicados en áreas bajas con inadecuados drenajes o sin ellos (extensos sectores de la ciudad de Santa Fe y de Rosario entran en esta categoría); la localización histórica de asentamientos de pescadores, y –más recientemente– de grandes contingentes de población indigente en asentamientos irregulares sobre la ribera del río Paraná y de los arroyos de la región. En muchos casos a la situación de amenaza hídrica a la que están sometidos estos sectores de la población, se suma la amenaza de la contaminación y la exposición a enfermedades de tipo ambiental (porque muy a menudo estos asentamientos coinciden con la presencia de depósitos de residuos a cielo abierto, lagunas de tratamiento, o simplemente con los sitios de descarga de efluentes cloacales).
Por último, pero sin pretensiones de agotar la lista de problemas, es necesario señalar como un problema significativo en relación al río Paraná, el de la erosión de riberas y acumulación sedimentaria, problema que, en parte  se define a partir de la propia dinámica del cauce aluvional (en permanente transformación), pero en la que también intervienen ciertos impactos tecnológicos: el dragado permanente del río para mantener las condiciones de navegabilidad de los barcos de ultramar; las presas construidas aguas arriba; los pilares de los puentes; y la velocidad de circulación de los barcos que por él circulan. 

Este panorama desolador se visualiza además como de muy difícil reversión por la conjugación de una serie de factores que hacen previsible la continuidad de este proceso de ocupación irracional de las riberas: 

· la existencia de fuertes presiones para instalar sobre la ribera del Paraná una diversidad de usos que están teniendo un fuerte impacto sobre la calidad del ambiente y el paisaje (más puertos e industrias asociadas con la producción oleaginosa y de biocombustibles; barrios residenciales de carácter cerrado y extensos complejos recreativo-turísticos privados); 

· la ausencia de políticas de ordenamiento territorial explícitas y socialmente avaladas en todos de los niveles de gobierno y administración del territorio; 

· la inexistencia de instrumentos que operen como marco jurídico para el ordenamiento de áreas ribereñas (leyes de suelo, por ejemplo) tanto a nivel nacional como provincial; 

· el carácter parcial y fragmentario de la normativa existente para la regulación de los usos y las formas de ocupación de estos espacios; 

· la debilidad de los mecanismos de penalización para quienes incumplen con la normativa vigente; 

· la ausencia de voluntad política por parte de muchas autoridades locales para incidir activamente en la modificación de estas tendencias. 
Entre estos factores resulta pertinente profundizar en las limitaciones que ofrece el marco normativo vigente, en tanto se reconocen en el escenario presente algunos hechos auspiciosos, entre ellos: la presentación (para su próxima discusión) de un par de proyectos referidos a una Ley de Suelo y Ordenamiento Territorial a nivel nacional; la elaboración en curso de un Plan Estratégico de Ordenamiento Territorial a nivel de la Provincia de Santa Fe y la existencia de un proyecto de Código de Aguas que se encuentra en discusión en el ámbito de la Cámara de Senadores de la provincia.

En virtud de estas presentaciones ha parecido oportuno elaborar una propuesta que aporte a la discusión de los proyectos señalados, en términos de: hacer evidente la necesidad de abordar en forma particularizada –tanto en las políticas de ordenamiento territorial, como en los instrumentos jurídicos que las encuadran– la problemática de los espacios ribereños; discutir los posibles enfoques del problema, los distintos tipos de instrumentos aplicables y sus modos de articulación con las leyes de suelo y ordenamiento territorial y plantear el enfoque necesario para tal ordenamiento, considerando su orientación hacia una mayor sostenibilidad del desarrollo territorial. 
Un aporte de esta naturaleza resulta –por otra parte‑ no sólo oportuno sino ‑además‑ estrictamente necesario, por la gravedad que asume el problema descrito; por las fuertes presiones que siguen ejerciendo las expectativas de instalación de usos con el único objetivo de aprovechamiento económico y por la carencia y/o debilidad de los instrumentos para que la autoridades puedan garantizar la protección de bienes que son públicos por naturaleza, su conservación, su calidad  y su accesibilidad a todos los habitantes en condiciones de equidad. 

El instrumental disponible para la actuación sobre los espacios ribereños
Se pretende aquí realizar una revisión del cuerpo de instrumentos normativos vigentes que podrían tener relación con la ordenación de espacios ribereños, tanto a nivel de la provincia de Santa Fe, como de su encuadre nacional, con la intención de poner en claro sus limitaciones  y sus alcances y posibilidades.  

El encuadre jurídico a nivel nacional
El marco jurídico que desde el nivel nacional habilita y obliga a la Nación y a las provincias a  ejercer acciones para la protección del medio ambiente y los recursos naturales se define en los artículos 41 y 43 de la Constitución Nacional. El Artículo 41, garantiza a todos los habitantes el derecho a un ambiente sano y establece la obligación de preservarlo, a la vez que obliga a las autoridades a proteger este derecho ‑lo mismo que los recursos naturales, el patrimonio natural y cultural y la diversidad biológica‑. Para ello establece que la Nación deberá dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y las provincias las normas necesarias para complementarlas. El Artículo 43 faculta a cualquier persona para interponer acciones contra actos u omisiones de las autoridades públicas o de particulares lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos y las garantías constitucionales.
Más allá de esta referencia existen unas pocas leyes nacionales que podrían tener relación con la regulación y/o protección de cursos de agua y espacios ribereños y la mayoría de ellas son del tipo “presupuestos mínimos”, es decir: breves, declarativas, generales y requieren ser reglamentadas para ser efectivas. Se hace referencia ‑básicamente‑ a las leyes Nros 25675, 25688, que serán desarrolladas a continuación.
	INSTRUMENTOS JURÍDICOS DE NIVEL NACIONAL

	Jerarquía
	Denominación
	Principales definiciones

	Leyes
	Ley N° 25675/02: “Ley General del Ambiente”
	Establece los presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable. Define como uno de los objetivos de la Política Ambiental Nacional: asegurar la preservación, conservación, recuperación y mejoramiento de la calidad de los recursos ambientales, tanto naturales como culturales en la realización de diferentes actividades antrópicas. Establece, además, como uno de los instrumentos de la política ambiental: el ordenamiento ambiental del territorio, que deberá asegurar el uso adecuado de los recursos ambientales. Ratifica el acta constitutiva del Consejo Federal de Medio Ambiente para la coordinación de la política ambiental en la República Argentina (Anexo 1) y contiene el texto del Pacto Federal Ambiental (para ser suscripto por las provincias) cuyo objetivo es promover políticas ambientalmente adecuadas en todo el territorio nacional … teniendo como referencia a los postulados del Programa 21 aprobado en la CNUMAD '92 (Anexo 2).

	
	Ley N° 25688/02: “Régimen de gestión ambiental de aguas”
	Define los presupuestos mínimos ambientales para la preservación de las aguas, su aprovechamiento y uso racional. Establece las cuencas hídricas como unidad ambiental (indivisible) para la gestión del recurso. Crea, además, para las cuencas interjurisdiccionales, los Comités de Cuencas Hídricas. 

	Decretos y Resoluciones 
	Decreto 674/1989 
	Sobre efluentes industriales que puedan dañar cursos de agua. Establece el cuestionable principio de “quien contamina paga”. Define, además, límites admisibles, penalidades y multas y los destinos de los fondos recaudados por este sistema (que no incluyen operaciones que quizás podrían haber legitimado su aplicación, tales como: la recuperación, la remediación y/o la promoción ambiental). Establece, por otra parte, múltiples instancias de reclamo antes de proceder a la clausura del desagüe. 

	
	Resolución 242/1993
	Regula sobre los vertidos de establecimientos industriales o especiales alcanzados por el Decreto 674/1989, que contengan sustancias peligrosas de naturaleza ecotóxica.

	
	Resolución 685/2005
	Crea el Programa de Ordenamiento Ambiental del Territorio, fijando entre los objetivos de dicho Programa la incorporación de la dimensión ambiental en la planificación del desarrollo territorial y potenciar el efecto de las políticas de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable integrándolas en las demás estrategias nacionales y provinciales. Dicho Programa trabaja en forma conjunta con la Subsecretaría de Planificación Territorial de la Inversión Pública. 


	Tratados, Acuerdos y Declaraciones
	Tratado de la Cuenca del Plata
	Suscripto en 1969 entre los gobiernos de Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay, con el objeto de promover el desarrollo armónico y la integración física de la Cuenca del Plata, cuya preocupación fundamental es la libre navegabilidad de la cuenca y que nada aporta a la problemática de los espacios  ribereños.

	
	Principios rectores de política hídrica de la Rep. Arg. Fundamentos del Acuerdo Federal del Agua
	Sobre la necesidad de articular la gestión hídrica con la gestión territorial y fundamenta la gestión integrada del recurso hídrico (vinculada a la gestión territorial, la conservación de los suelos y la protección de los ecosistemas naturales), en un plano absolutamente conceptual.  


En definitiva, nada referido específicamente a las riberas fluviales que preste marco concreto a su ordenamiento, ni al de los usos colindantes con las líneas de ribera. De hecho tampoco existe legislación nacional sobre este particular, ni leyes de suelo u ordenamiento territorial.
El marco normativo a nivel provincial

La provincia de Santa Fe tampoco dispone de una Ley - Marco o de una Ley General para el Ordenamiento Territorial, pero posee en cambio, para ordenar las acciones sobre el territorio, los siguientes instrumentos:

· un Decreto ‑bastante simple‑ promulgado en la década del ’60, que define Normas Mínimas de Ordenamiento Urbano, que ha servido como orientación (aunque sólo en parte, como veremos más adelante) a las Comunas y pequeños municipios ; 

· una Ley de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable que, a falta de una ley marco de ordenamiento territorial, ha venido orientando durante los últimos años las intervenciones sobre el territorio de manera más efectiva que la legislación específica;

· una serie de decretos y resoluciones que reglamentan parcialmente la Ley de Medio ambiente;  

· la ley que establece el Sistema Provincial de Áreas protegidas; 

· la ley de Régimen de Uso de Suelo en Áreas inundables;

· la ley de Conservación y Manejo de Suelos; y

· una serie de decretos y resoluciones que tienen vigencia en relación al tema de las aguas. 

La provincia, dispone además de la ley, denominada habitualmente Ley de Derechos Difusos, una norma que habilita a cualquier ciudadano reclamar la protección de un bien patrimonial o de espacios sensibles o solicitar que se reviertan decisiones o acciones que atenten, entre otras cuestiones, contra el medio ambiente.

Estas normas se sintetizan en el siguiente cuadro:
	MARCO LEGISLATIVO A NIVEL PROVINCIAL

	Denominación
	Principales definiciones

	Ley N° 10000/86:
Recurso Contencioso-Administrativo para la Tutela de Intereses Difusos
	En su artículo 1° esta ley establece: Procederá el recurso contencioso-administrativo sumario contra cualquier decisión, acto u omisión de una autoridad administrativa provincial, municipal o comunal o de entidades o personas privadas en ejercicio de funciones públicas, que, violando disposiciones del orden administrativo local, lesionaren intereses simples o difusos de los habitantes de la Provincia en la tutela de la salud pública, en la conservación de la fauna, de la flora y del paisaje, en la protección del medio ambiente, en la preservación del patrimonio histórico, cultural y artístico, en la correcta comercialización de mercaderías a la población y, en general, en la defensa de valores similares de la comunidad.

	Decreto-Ley N° 7.317/67
Normas Mínimas de Ordenamiento Urbano
	Comprende dos capítulos fundamentales: 1/ Normas para Anteproyectos para Planes Estructurales de Desarrollo Urbano (instrumento que exige taxativamente a municipios y comuna la elaboración de un plan y regula en cuanto a sus contenidos, con fuerte énfasis en los usos del suelo urbano y en su zonificación) y 2/ Normas Mínimas para la Urbanización, que establece criterios generales (distancias mínimas de usos industriales, franjas de protección, dimensiones mínimas de lotes, etc.) y fija la elaboración ‑a nivel local‑ de Reglamentos de Loteos y Urbanizaciones y Reglamentos de Edificación.

	Ley N° 11717/99
Medio Ambiente y del Desarrollo Sustentable
	Es una “ley-marco” que establece los principios u objetivos generales y particulares que se pretenden lograr en este orden. Entre sus alcances se encuentran, expresamente, “el ordenamiento territorial y la planificación de los procesos de urbanización e industrialización”, así como “la desconcentración económica y del poblamiento”, siempre “en función del desarrollo sustentable del ambiente”.
Para lograr sus objetivos, crea la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable como Autoridad de Aplicación (una secretaría de amplias competencias, salvo en lo referente a los servicios de agua potable y cloacas o al uso de productos fitosanitarios), así como otros organismos que propician la participación de la sociedad civil. Entre los temas de mayor relevancia que instala, se encuentran la obligación de efectuar Evaluaciones de Impacto Ambiental para toda localización de nuevos emprendimientos, la promoción de mecanismos educativos, la regulación sobre áreas naturales protegidas y sobre residuos peligrosos, etc. 

Esta ley ha dado lugar a la aprobación de otras dos leyes que tienen una importancia sustancial en relación a la problemática de los espacios ribereños: la ley que establece el Sistema de Áreas Protegidas; la que establece el Régimen de Usos del Suelo en Áreas Inundables y la Ley de Conservación y Manejo de Suelos.

	
	Decretos y resoluciones que reglamentan la Ley N° 11717/99

	
	El Decreto Nº 101/2003 reglamenta lo referido a la “Evaluación de Impacto Ambiental”. Establece categorías ambientales, según sea el impacto (Alto, Medio y Bajo), para las actividades existentes y para los nuevos proyectos de inversión y desarrollo. Propone una serie de definiciones muy importantes para la problemática ambiental, entre las que resaltan las diferentes medidas correctoras y los diferentes instrumentos de evaluación, planificación y certificación para la protección de espacios naturales valiosos y para el control de las actividades productivas conflictivas (Auditoría Ambiental, Certificación Ambiental, Informe Ambiental de Cumplimiento, etc.).

El Decreto Nº 1.844/2002 reglamenta lo referente a “Residuos Peligrosos o Especiales” (excluye a los domiciliarios, patológicos, radiactivos). Establece el marco normativo para su manejo durante todo el proceso, a partir de una exhaustiva clasificación (de efluentes, de medidas correctivas, etc.). Define entre otras cuestiones, las condiciones referidas a sus operadores y a las plantas de tratamiento y/o disposición final de los residuos.

El Decreto Nº 1.292/2004 reglamenta lo referido a los modos de “Participación Ciudadana”, disponiendo sobre el mecanismo de la Audiencia Pública y los dos organismos de colaboración creados por la Ley de Medio Ambiente: el Cuerpo de Protectores Ambientales Honorarios y el Parlamento Provincial Estudiantil Ambiental Honorario.

La Resolución Nº 177/2003, completa al Decreto Nº 101 al proponer un marco para la regulación de los Depósitos de Acopio de Granos (silos), cuestión de gran relevancia en la región que nos ocupa (y frecuentemente vinculada con la ribera del Paraná). Fija las medidas de funcionamiento en general (desde las playas de camiones hasta los sistemas de aireación que deben tener las plantas) y las condiciones para la localización de nuevos silos o para la ampliación de existentes (diferenciando si se emplazan en área urbana o en área rural o mixta). Establece la obligación de cumplimentar en cada caso, con ciertos estudios y presentaciones que permiten controlar su funcionamiento (Informe Ambiental de Cumplimiento, Evaluación de Impacto Ambiental, etc.).

La Resolución Nº 128 / 2004, completa al Decreto Nº 1.844 al regular lo referente al Tratamiento y Disposición Final de los Residuos Sólidos Urbanos (los domiciliarios) y  constituye: prohíbe la quema y los basurales a cielo abierto, establece distintos tipos de tratamiento (pero promueve rellenos sanitarios), dispone en función de la cantidad de población de las localidades, plazos para concretar sus respectivos rellenos sanitarios, y define condiciones para su localización, que deberá contar con autorización municipal (distancia mínima de 400m de rutas nacionales o provinciales pavimentadas, de 3000m de aeródromos y pistas de aterrizaje y espacio perimetral de 15 m por seguridad contra incendios). No establece distancias a cursos de agua superficiales ni condiciones a cumplimentar en relación a los mismos.

	Ley Nº 12.175/03
Sistema Provincial de Áreas Protegidas
	Reglamenta respecto de ciertas áreas de protección especial definidas por la Ley de Medio Ambiente. Como parte de dicho sistema de protección define tipos de protección legal y tipos de manejo especial. 

Establece ocho tipos de áreas o “categorías de manejo”: 1/ Reserva Natural Estricta o Reserva Científica, 2/ Parques Provinciales, 3/ Monumentos Naturales, 4/ Reserva Natural Manejada o Santuario de Flora y Fauna, 5/ Paisaje Protegido, 6/ Reservas Naturales Culturales, 7/ Reservas Privadas de Uso Múltiple y 8/ Reservas Hídricas y Humedales.

Asigna a cada una de estas categorías disposiciones particulares respecto de los usos localizados y actividades permitidos en ellas, así como las modalidades de control y de promoción para estas áreas según el criterio de conservación definido. 

También, crea la figura de “Plan de Manejo” para el planeamiento específico de estas áreas y dispone el régimen de afectaciones de las tierras y el de sanciones a los infractores. 

	Ley N° 11.730/00
Régimen de uso de suelo en áreas inundables
	Esta Ley ha sido reglamentada por el Decreto Nº 3.695/03. Establece tres tipos de áreas inundables a fin de delimitarlas en la cartografía: Area I: cauces naturales y artificiales y cuerpos de agua permanente; Area II: vías de evacuación de crecidas y área de almacenamiento; Area III: áreas con riesgo de inundación no incluidas en I y II.
Se incluyen en la categoría “vías de evacuación de crecidas”: el cauce mayor o planos de desborde de los cauces que conducen agua cuando el caudal excede la capacidad del cauce principal, las cañadas, esteros y todo tipo de concatenación de bajos naturales que conducen agua durante períodos de excedencia hídrica, así como también las áreas de escurrimiento mantiforme, en las zonas que carecen de red de drenaje definida. Se entienden como “áreas de almacenamiento” las definidas por depresiones de la superficie del terreno donde se acumulan las aguas de crecidas. Se consideran “áreas de riesgo tipo III”: aquellas zonas que han sufrido contingencia de inundación, pero con una periodicidad inferior a la del Área II (inundaciones excepcionales).

Establece tres tipos de disposiciones para regular el Régimen de Usos de estas áreas: 1/ Prohibiciones, 2/ Restricciones y 3 Advertencia de uso. 

Las Prohibiciones están referidas al Área II y establecen que no pueden realizarse obras, actividades ni emprendimientos públicos o privados que impidan el escurrimiento natural de las aguas. 

Las Restricciones también están referidas al Área II y definen que las actividades, construcciones y emprendimientos, a iniciarse dentro de los límites de Áreas Tipo II, estarán sujetos a los parámetros establecidos por la Autoridad de Aplicación y deben contar con la autorización de este organismo, quien aprobará los proyectos únicamente cuando: a) No obstaculicen el escurrimiento natural de las aguas y b) Se adopten las previsiones necesarias para anular el riesgo de inundación o sean compatibles con el riesgo.

La Advertencia de Uso se refiere al Área III. Al respecto se establece que la autoridad de aplicación informará a los propietarios y poseedores legítimos de inmuebles su inclusión dentro de las zonas con riesgo de inundación, y advertirá a la comunidad que las actividades desarrolladas en estas áreas sufren de la contingencia de inundación.
Las zonas quedan definidas conceptualmente, estableciéndose que serán delimitadas por la autoridad de aplicación (Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, a través de la Dirección Prov. de Obras Hidráulicas), o por las comunas, previa autorización de la autoridad de aplicación. La metodología de demarcación resulta algo imprecisa 
 y se establece en la ley bajo el título de “Cartografía”.

La norma prevé una instancia de notificación de las delimitaciones a los propietarios incluidos en zonas I y II y la posibilidad de que éstos pueden presentar observaciones y oposiciones debidamente documentadas (registros fotográficos, satelitales, estudios técnicos, certificados). Se prevé también que la cartografía pueda ser actualizada cuando las condiciones hidrológicas se modifiquen por causas naturales o antrópicas. Conjuntamente con la cartografía el PE enumerará los usos permitidos para áreas I y II y establecerá requisitos para presentación de proyectos.

	Ley Nº 10.552/91
Conservación y Manejo de Suelos
	Esta ley se orienta al control y prevención de procesos de degradación de suelos y a la recuperación, habilitación y mejoramiento de las tierras para producción. Incluye suelos cubiertos por montes y suelos que contienen aguas almacenadas (esteros, cañadas y lagunas), como así también suelos de áreas agropecuarias que requieran ser recuperados por experimentar distintos tipos de degradaciones: erosión, agotamiento, deterioro físico, alcalinidad-salinidad y drenaje inadecuado. Establece para estas áreas Planes de Conservación y estímulos económicos.

	Ley Nº 11.220/94
	Regula la provisión de los servicios de agua potable y cloacas, crea el organismo de control (ENRESS) y hace referencias respecto de los vertidos industriales y las declaraciones de utilidad pública (expropiación, restricciones al dominio) de vertientes o terrenos privados necesarios para la prestación del servicio. 

	Ley Nº 9.830/86 
	y su Decr.eto Reglamentario (Nº 4.960/87) regula sobre la constitución de los Comités de Cuenca, organismos de gestión y ejecución de obras hídricas.

	Ley Nº 6.916/73
	Regula el vertido de efluentes a los cursos de agua, disponiendo la obligación de construir instalaciones para purificar las sustancias tóxicas a eliminar.

	Ley N° 2.250
Ley General de Desagües
	y sus modificatorias (Leyes 3.368 y 3.375) regulan en esta materia, como así también la Resolución Nº 1.089/1982, sobre vertido de efluentes líquidos.


Es preciso decir que este conjunto de normas se incumple, sin embargo, con demasiada frecuencia. En parte porque la provincia no ha ejercido en forma efectiva el poder de policía que le compete, en parte porque la normativa se encuentra fragmentada y dispersa (existiendo incluso contradicciones importantes), pero también porque en muchos casos aún no se ha reglamentado el régimen de penalidades.

También es necesario señalar que algunos de estos instrumentos podrían asumir un gran valor en la perspectiva de la protección de los cursos de agua y sus espacios anexos.  La ley 10000, por ejemplo es potencialmente un instrumento que permite actuar ‑frente a la negligencia de las autoridades‑ para exigir el cumplimiento las leyes o las normas particulares de cada localidad en defensa del Medio Ambiente, pero los ciudadanos -en general- no conocen la existencia de la misma ni son conscientes del poder que le brinda a la ciudadanía. La Ley 11717 y  sus derivadas, son leyes bastante precisas que permitirían actuar consistentemente a favor de la protección de recursos naturales, sin embargo se encuentra insuficientemente reglamentada sobre todo en lo que hace al régimen de penalizaciones. Finalmente, aún una ley frecuentemente denostada por su desactualización y su rigidez, como es el Decreto-Ley 7317, contiene algunas indicaciones que, de haber sido respetadas habrían evitado muchos de los problemas que actualmente se verifican en los espacios ribereños. Contiene, por ejemplo, previsiones relativas a distancias entre usos que hubieran impedido conflictos actuales y define franjas de protección sobre  las riberas que rara vez se han respetado, entre otras cuestiones. 

Por otra parte, las competencias respecto del ordenamiento territorial se encuentran fraccionadas en diferentes reparticiones del gobierno provincial, las cuales cuentan con inadecuados recursos para revisarla o para hacerla cumplir. Esto ha llevado, por ejemplo, a que las ciudades de mayor complejidad y dinámica urbana, crearan sus propios instrumentos ignorando problemáticas comunes como el frente fluvial o litoral principal, las áreas periurbanas de valor ambiental que comprenden distintas jurisdicciones, los cursos de agua ubicados sobre límites de distritos (o que atraviesan distintas jurisdicciones) los usos contrapuestos sobre los bordes de distritos, entre otros.

Para un enfoque integral sobre el ordenamiento de los espacios ribereños

Hasta aquí, creemos haber puesto claramente en evidencia la gravedad y la complejidad de los problemas que se definen en torno a los cursos de agua y a los espacios ribereños santafesinos, como así también la debilidad, la fragmentariedad y la dispersión de las regulaciones vigentes en la provincia para enfrentar los problemas reseñados. En síntesis, creemos haber expuesto la necesidad de un ordenamiento orientado por una perspectiva de sostenibilidad de los espacios ribereños. 

Es precisamente a la vista de la fragmentariedad con que es encarado habitualmente este problema (y no sólo en la región que es objeto de preocupación en este trabajo), que creemos necesario insistir en la importancia de un abordaje integral que tome en cuenta la complejidad del problema, su carácter multidimensional y la articulación entre los múltiples factores que lo definen: bióticos, abióticos, espaciales, sociales, económicos, histórico-culturales, e ‑incluso- estéticos y significativos. 

Este abordaje de la multidimensionalidad del problema y su complejidad exige –a su vez– un enfoque interdisciplinar, tanto en la instancia de conocimiento como en la formulación de las políticas y en el diseño de acciones concretas (que por supuesto merecerán, posteriormente un significativo esfuerzo de coordinación). Un tratamiento que sea capaz, por otra parte, de articular transversalmente la multiplicidad de miradas demandadas por el problema planteado.  

Finalmente, a la luz de los problemas descriptos y dada la relevancia de los cursos de agua y sus espacios ribereños en la provincia –particularmente la del río Paraná– por constituir un recurso vital, por su rol en la organización de las actividades en el territorio, por su papel central en la actividad económica, por su incidencia en la definición de las prácticas sociales y en la cultura de la región, por la magnificencia de su paisaje y, consecuentemente, por su valor estético y simbólico … defendemos un tratamiento específico de los espacios fluviales en el marco de la legislación sobre suelo y ordenamiento territorial. 
Con referencia a la afirmación de la necesidad de tratamiento específico del tema de los cursos fluviales y sus espacios ribereños en el marco de una legislación de suelo y ordenamiento territorial, creemos necesario extendernos en la explicitación de los fundamentos.

En primer lugar, queremos señalar al respecto que los cursos de agua asumen en el territorio una relevancia excepcional: por conformar un sistema estructurante y caracterizante del territorio y su paisaje (entendiendo el paisaje como una noción compleja que comprende tanto al espacio geográfico de soporte y sus características geo-morfológicas, geológicas, ambientales … como a las actividades y las formas de vida que sobre él se asientan, los procesos culturales y productivos que lo han transformado y las posibilidades de percepción e interpretación por parte de los habitantes del territorio, y en este sentido, como expresión concreta y sintética del territorio); por ser elementos organizadores de la funcionalidad del territorio; por constituir un factor de continuidad en la organización de ecosistemas; por ser un factor vital para el hombre y la sociedad, tanto en términos de subsistencia como de desarrollo económico.

En segundo lugar, porque son espacios sometidos a presiones particulares y fuertes tensiones (precisamente por los valores que acabamos de enunciar). Porque  constituyen espacios de competencia, apetecidos como fuente de recursos para la subsistencia, para la producción, para la recreación, el turismo e ‑incluso‑ para la simple contemplación.  

En tercer lugar porque es un bien público por definición, un bien de valor natural, ambiental y paisajístico y un bien de valor patrimonial para el conjunto de la comunidad, cuyo aprovechamiento y disfrute es a menudo negado al conjunto de la sociedad y monopolizado por privados linderos. 

Se plantea entonces, a partir del reconocimiento de la singularidad de estos espacios, de su valor excepcional, de las tensiones que sobre ellos operan y de su naturaleza de dominio público, la necesidad de protegerlos, de garantizar la sustentabilidad de su utilización y la equidad de su aprovechamiento. 

En definitiva, postulamos que ‑en virtud de las consideraciones que acabamos de realizar‑ los cursos fluviales y sus espacios ribereños merecen ser objeto de atención especial y de tratamiento particular, tanto en una ley de suelo como en una ley de ordenamiento territorial, dando lugar –incluso- a planes especiales de ordenamiento o a proyectos y programas particularizados.

El concepto de “espacios ribereños” en el marco de este trabajo 

En tanto el concepto de “espacios ribereños” se entiende ‑en la literatura sobre el tema‑ de diversas maneras, creemos necesario precisar el sentido que asume la expresión en el marco de este trabajo. 
En la mayor parte de las producciones que toman este tipo de espacios como objeto de estudio o de propuesta éstos están concebidos como la franja de suelo (más o menos amplia) que constituye el valle o la planicie de inundación. Según los casos esta franja se nomina de diferente manera: “áreas ribereñas”, “riberas” o “espacios fluviales”, entre otras. Sobre esas franjas se identifican diferentes problemas (procesos de erosión de márgenes, de desaparición de la flora ribereña, de contaminación y de anegabilidad, entre otros) y se plantean diferentes políticas (su conservación, su restauración y su protección contra inundaciones, por ejemplo). 

Sin embargo, en el marco de este trabajo, manejamos una definición ampliada de los espacios ribereños, que involucra a los suelos –de dominio público o privado- colindantes a los que constituyen los valles o planicies de inundación. Es decir: aquéllos que se colocan de la línea de ribera hacia el interior del territorio y constituyen, en definitiva los espacios edificables o urbanizables fronteros al curso fluvial. 
Estos suelos nos interesan particularmente, porque, sin desconocer la importancia de los problemas que se definen sobre los planos de inundación de dominio público (invasiones ilegales, ocupación irregular con asentamientos precarios, concesiones para instalación de lagunas y otras formas de tratamiento de efluentes, concesiones para extracción de áridos, erosión, desaparición de cobertura vegetal, etc.) estamos convencidos de que en nuestra provincia –y seguramente en muchos otros sitios- una parte importante de los problemas que existen en relación a los cursos de agua están definidos por los usos instalados en suelos privados (y también públicos) colindantes con la línea de ribera, y con las formas de ocupación que éstos adoptan. 
Más allá de las intrusiones definidas por asentamientos irregulares, el resto de las invasiones (e incluso de las concesiones de uso sobre los áreas contenidas en las planicies de inundación), se definen a partir de los usos instalados en esta segunda franja que, o bien ejercen acciones degradantes directas sobre el dominio público, o bien avanzan ocupando el dominio público (en muchas ocasiones pretendiendo un derecho legal sobre los planos inundables). 

Consideramos, por lo tanto, que un ordenamiento que pretenda abordar el problema de manera eficaz e integral, deberá establecer indicaciones referidas a lo que es posible hacer o no en estas franjas de suelo. Es por eso que creemos necesario tomar como unidad de ordenamiento el río, sus riberas propiamente dichas y los suelos conexos y ‑desde la perspectiva de una ley de suelo‑ legislar específicamente sobre el dominio público ribereño y el dominio privado colindante. 

Sobre el concepto de sostenibilidad

Sin desconocer la dura crítica que ha recibido por parte de múltiples autores la pretensión de conciliar desarrollo y sostenibilidad 
, y tomando nota de dichos planteos críticos, proponemos para los espacios ribereños un ordenamiento orientado según un principio integral de sostenibilidad que busca mediar ‑en términos de equilibrio‑ entre las lógicas económicas y las demandas sociales, intentando preservar recursos naturales y proteger las condiciones ambientales y paisajísticas; conduciendo un proceso en el tiempo, que busca permanentemente una mayor sostenibilidad del desarrollo (aunque no aspira a la sostenibilidad plena). 

Esto implica, como objetivo general: articular las expectativas de desarrollo económico, las expectativas de accesibilidad, uso y disfrute de los espacios ribereños por parte de la comunidad y la búsqueda de soluciones a las situaciones de vulnerabilidad socio-ambiental de sectores marginales,  sobre la base de un uso racional de los recursos naturales y el respeto del medio ambiente y el paisaje. Esto es: un ordenamiento orientado a la resolución de necesidades actuales garantizando la conservación de recursos naturales y la protección del medio ambiente y el paisaje (su preservación, recuperación y mejoramiento). 

Trabajar en este sentido, exige avanzar hacia el logro de los siguientes objetivos particulares:

· orientar y condicionar la localización de actividades y las formas de ocupación de los suelos próximos a las riberas de modo de contrarrestar los actuales procesos de contaminación del suelo, del agua y del aire; de depredación de ambientes naturales; de invasión del dominio público y alteración de la morfología de las barrancas y planos bajos, como así también los procesos de alteración del paisaje;

· accionar sobre las actividades ya instaladas de manera de revertir los actuales procesos o -al menos- minimizar sus impactos;

· garantizar la accesibilidad pública a los espacios ribereños;

· avanzar en la búsqueda de soluciones al problema de la vulnerabilidad socio-ambiental de los sectores marginales y de las situaciones de riesgo (inundaciones, riesgo ambiental);

· proteger en forma especial los sitios de especial valor ecológico, cultural y paisajístico, particularmente aquéllos que se encuentran en situación de extrema vulnerabilidad;

· propender a la recuperación de aquéllos sitios de valor ambiental que se encuentran degradados;

· promover acciones para establecer sistemas de continuidad y conectividad de los sistemas naturales y su articulación con el sistema de espacios públicos. 
Veamos a continuación en qué medida los proyectos en estudio en el nivel nacional y provincial pueden proporcionar un marco para operar en este sentido. 

Los proyectos en tratamiento legislativo y sus potencialidades

Existen ‑en el momento actual‑ tres proyectos presentados para su discusión que nos interesa discutir en la perspectiva de formular recomendaciones sobre el ordenamiento territorial de los espacios ribereños santafesinos. Dos de ellos refieren a legislación de ordenamiento territorial a nivel nacional: 1/ el presentado por la Diputada Silvia Augsburguer (Santa Fe) ante la Cámara de Diputados de la Nación, denominado  “Proyecto de Ley de Uso del Suelo y Ordenamiento Territorial y Urbanístico”; 2/ el presentado por la Senadora por la Senadora Alicia Mastandrea (Chaco), ante la Cámara de Senadores de la Nación , denominado  “Proyecto de Ley de Ordenamiento Territorial” y 3/ el proyecto elaborado por el Ministerio de Recursos Hídricos, presentado ante la Legislatura de la Provincia de Santa Fe en materia de Código de Aguas, por su directa relación con la problemática de los espacios ribereños. 

El Proyecto Augsburguer, tal como está planteado, apunta a constituirse en  una ley de básica, de carácter fundamental, dirigida a establecer las limitaciones y condicionamientos a que está sujeto el derecho de propiedad frente a los alcances del ordenamiento del territorio. El texto es muy breve y conciso. Fija objetivos, criterios, principios y reglas. Sus preocupaciones fundamentales son la función social de la propiedad, la equidad en el reparto de cargas y beneficios y la sostenibilidad. Se percibe un interés muy preciso en fijar algunas pocas reglas en resguardo de estos principios. Precisa limitaciones y condicionamientos al derecho de propiedad. Crea (en realidad sólo enuncia) mecanismos de re-distribución de plusvalías y mecanismos financieros para el desarrollo de políticas públicas a través de los instrumentos de gestión planteados. 
El proyecto Mastandrea, tiene una naturaleza muy diferente al anterior, en tanto se centra fuertemente en los instrumentos de planificación, estableciendo al respecto una estructura compleja ‑y bastante taxativa‑ de planes de diverso tipo y jerarquía. Se inscribe dentro de una tradición de planificación más ortodoxa que el primer proyecto. Aquí lo fundamental parece ser la arquitectura del sistema de planificación, una arquitectura quizás demasiado detallada para ser formulada desde el nivel nacional. Por otra parte es preciso señalar que este proyecto está orientado también por principios de sustentabilidad ambiental, de protección de los recursos naturales y de prevención de desastres. Establece una multitud de figuras de planificación: el Plan Territorial de Coordinación Nacional, el Plan Territorial Nacional, el Plan Estructural Nacional (estratégico); el Plan Operativo Nacional, el Plan Territorial Paisajístico Nacional … y sigue a nivel provincial y local. Postula una Carta Única del Territorio que registre parques nacionales, cuencas hidrológicas, aeropuertos; grandes infraestructuras en general.

Ambos proyectos ubican los cursos de aguas y sus riberas en el “suelo rural”. El proyecto Augsburguer introduce bajo esta categoría los suelos protegidos como dominio público, naturaleza o patrimonio; los protegidos por sus valores paisajísticos y los sometidos a riesgos de inundación.  Mientras que las áreas de valor natural y ambiental, son definidas en el Proyecto Mastandrea como “ámbitos del territorio rural” (sometidos a reglamento de tutela y a proyectos especiales), previendo la definición de franjas de tutela y reglamentos de tutela sobre vegetación de litorales fluviales; los embalses y lechos de lagos, cuencas hídricas y cursos de agua; las áreas inundables y humedales.  

El proyecto de Código de Agua 

Este código tiene un carácter estrictamente sectorial (manejo del recurso agua) y, fundamentalmente recoge definiciones ya realizadas en otras normas, reuniéndolas en un documento único (produciendo las articulaciones necesarias y salvando contradicciones) y sometiendo la política hídrica y los hechos y actos vinculados con los recursos hídricos a una única autoridad de aplicación: el Ministerio de Asuntos Hídricos de la Provincia. Del conjunto de definiciones realizadas en esta norma, resultan de particular interés para este trabajo, las relacionadas con la definición de línea de ribera y las zonas de dominio público, definiciones que, si bien ya estaban contenidas implícitamente en la Ley N° 11730 ya comentada, alcanzan en este texto una definición más precisa, aunque no definitiva, como se verá más adelante.   Considera “Línea de Ribera” a la línea definible en el terreno por la cota del nivel que alcanzan las aguas durante un evento caracterizado como Crecida Máxima Anual Media, que corresponde al promedio de las máximas crecidas de cada año. Esta definición es importante en tanto permite salvar, en el ámbito de la provincia, una vieja controversia.  

Resulta evidente que los dos proyectos analizados en materia de ordenamiento territorial son absolutamente diferentes en su enfoque y finalidades (aún cuando ambos coinciden en la orientación hacia un desarrollo sostenible). El primero tiende a fijar las bases jurídicas para garantizar la función social de la propiedad, la equidad en el reparto de cargas y beneficios y la sostenibilidad. No se preocupa de la definición de instrumentos ni contenidos. Podría interpretarse que sus autores, conscientes de las dificultades que enfrentaría la aprobación de estos principios, hubiesen optado por enfrentar estas dificultades en una fase inicial para luego avanzar en una propuesta de ordenamiento más precisa. El segundo proyecto ‑en cambio‑ se focaliza en el sistema instrumental de la planificación y su articulación en los distintos niveles de organización del Estado. 

Sin embargo, y aún cuando desde algún punto de vista puede considerarse que ambos proyectos son combinables, ya que el primero de ellos no avanza en la definición de instrumentos específicos para el ordenamiento físico, esto parece difícil de articular, en tanto se percibe una diferencia “dura” respecto al concepto de ordenamiento que está detrás de cada uno de ellos. 

El proyecto Augsburguer confronta significativamente con un concepto de propiedad fuertemente arraigado en nuestra sociedad y sustentado jurídicamente desde nuestro Código Civil, amparándose para ello en las declaraciones incorporadas a la Constitución Nacional (norma fundamental de la Nación) en la reforma constitucional de 1994. El proyecto Mastandrea no cuestiona principios jurídicos básicos, sino que se inscribe en ellos para proponer su sistema de planificación territorial.
Más allá de estas consideraciones que merecerían una extensa discusión que deberá darse en otra oportunidad, interesa en el marco de este trabajo, visualizar los aportes que cada uno de estos proyectos realizaría a favor de  la posibilidad de abordar un ordenamiento sostenible de los espacios ribereños en la provincia.
En ese sentido es posible afirmar que el Proyecto Augsburguer proporciona los siguientes puntos de anclaje para el ordenamiento sostenible de espacios ribereños:

· Los principios del Ordenamiento Territorial de la propuesta: 1/ La función social y ecológica de la propiedad; 2/ La prevalencia del interés general sobre el particular y 3/ La distribución equitativa de las cargas y los beneficios del desarrollo urbano, los que de ser aprobado el proyecto alcanzarían estatus legal, proporcionando un soporte invalorable en la legitimación de los fundamentos del ordenamiento sustentable frente a los intereses privados.

· Entre las declaraciones sobre derecho de propiedad, interesa especialmente la que establece: El derecho de propiedad no incluye el derecho de edificar, la patrimonialización de la edificabilidad se produce únicamente con su realización efectiva y está condicionada al cumplimiento de los deberes y las cargas propias del régimen que corresponda. 

De hecho este principio está establecido considerando únicamente el ordenamiento de centros urbanos y no el territorio más amplio, donde, en modo análogo, podría establecerse que el derecho de propiedad no incluye el derecho a “urbanizar”.

· Entre los instrumentos propuestos por este proyecto, resulta particularmente interesante para el ordenamiento de áreas ribereñas el de transferencia de derecho a construir, que se define como: la autorización al propietario de un inmueble urbano, privado o público, a ejercer en otro lugar - o a enajenar, mediante escritura pública - el derecho de construir otorgado al inmueble por la legislación urbanística, cuando el referido inmueble sea considerado necesario a los fines de:  II - preservación, cuando el inmueble sea considerado de interés histórico, ambiental, paisajístico, social o cultural.

Advirtiendo que esta declaración debería incluir (en términos de abarcar el ordenamiento de espacios rurales) la posibilidad de enajenar el derecho a urbanizar cuando un inmueble incluyera elementos a preservar desde el punto de vista ambiental o paisajístico.

El Proyecto Mastandrea, por su parte, propone múltiples encuadres posibles para el tratamiento de la ordenación de espacios ribereños, pero se destaca la posibilidad de incluirlos como sistemas ambientales en una Carta Territorial  (que probablemente no deba ser única). Por supuesto, los Planes Territoriales Paisajísticos, debieran también reservar un lugar preferencial para los corredores fluviales. Asimismo se destaca la figura de las franjas de tutela y valorización para ciertos elementos de valor natural y ambiental (las áreas boscosas los ámbitos de vegetación de los litorales fluviales y/o marinos, los embalses y lechos de lagos, cuencas hídricas y cursos de agua, las áreas inundables y los humedales).

A modo de conclusión. Sobre el tipo de instrumento necesario y posible.
Asumiendo la necesaria integralidad de su tratamiento, se pretende discutir en este apartado las alternativas para la articulación de un instrumento sobre ordenación de espacios ribereños en relación a una ley de suelo y ordenamiento territorial. Las alternativas que se plantean al respecto son varias e implican diferentes contenidos del instrumento de ordenamiento, según sea la opción que se seleccione. Se han considerado las siguientes:

1/  Incluir el tema del ordenamiento de los espacios ribereños como un tema-problema de tratamiento particularizado en el cuerpo de una  Ley de Suelo y Ordenamiento del Territorio (que se podría entender como Ley Marco para el Ordenamiento del Territorio Provincial). Esto implicaría definir los suelos de las franjas fluviales como un tipo de suelo especial, que se autonomiza tanto respecto de los suelos urbanos como de los rurales. Esta opción exigiría definir dentro del cuerpo de la Ley un “Título” o un “Capítulo” (según  la estructura del instrumento que se proponga), para legislar sobre el particular. Como referencia de este tipo de inclusión se puede citar la que se realiza en la Ley de Desarrollo Territorial de Colombia (y sus especificaciones en los planes de ordenamiento de Bogotá y Medellín, fundamentalmente este último).  

2/  Formular un instrumento de ordenamiento independiente, con jerarquía de ley. Esto es: una ley particular para el ordenamiento de espacios ribereños, que  –eventualmente- pueda anticipar a la Ley de Ordenamiento Territorial, dada la gravedad de la problemática que aborda y su relevancia. El modelo de referencia en este caso sería el dispuesto por la Ley de Cantabria 2/2001, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo para la elaboración de la Ley de Ordenación del Litoral de Cantabria.  La Ley de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo, dispone la elaboración del Plan de Ordenación del Litoral por una Disposición Adicional  que equipara ambos planes en jerarquía. Este dispositivo permite -incluso- que el Plan de Ordenación del Litoral pueda aprobarse aún en ausencia de la Ley y que pueda ser también desarrollado por Planes especiales. 

3/   Partiendo de la Opción 1 (una Ley de Suelo y Ordenamiento Territorial para la Provincia de Santa Fe), fijar los criterios para un ordenamiento particular de los espacios ribereños, cuyo desarrollo particular quedaría remitido a un instrumento específico. Se abre aquí una nueva opción (referida al instrumento remitido): Normas particulares para el ordenamiento de Espacios Ribereños o Plan Particularizado de Ordenamiento Territorial para la ribera provincial.
De hecho, cualquiera de las opciones planteadas puede ser válida, sin embargo se opta por la opción 2, la elaboración de una ley específica para la ordenación de los espacios ribereños, por las siguientes razones:

· La Ley Marco de Ordenamiento Territorial aún no está elaborada y su aprobación en la Legislatura provincial podría ser sumamente compleja. Trabajar con un proyecto independiente podría permitir una  aprobación más rápida (en función de la urgencia de los problemas implicados).  Se reconoce, sin embargo, que la aprobación de cualquiera de estos documentos va a resultar costosa, en la medida en que ponen en juego cuestiones que, seguramente, generarán suceptibilidades en los sectores de poder económico.

· La opción 3 no se considera adecuada, salvo en la medida en que todas las cuestiones claves quedaran encuadradas desde el marco de la Ley. Esto para darle más fuerza a las definiciones más ríspidas acerca del ordenamiento de espacios ribereños, que de definirse en el marco de un Plan (y no de una ley) perderían fuerza jurídica.
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�  Esta ponencia está elaborada a partir de un desarrollo parcial del trabajo: “Propuesta para el ordenamiento de áreas ribereñas. Aporte para la discusión de la legislación sobre suelo y ordenamiento territorial en la Provincia de Santa Fe”, Trabajo Final de la Especialización en Urbanismo y Desarrollo Sustentable UIM-Universidad Carlos III de Madrid. Granada, España. 2009.  


�  	Se verifican así: 1/ Operaciones de relleno de áreas bajas y/o construcción de taludes para obras de infraestructura que no tienen en cuenta las pendientes de escurrimiento. 2/ Canalizaciones improvisadas por propietarios rurales o mal planificadas por el sector público, que trasladan el problema a otro lugar, produciendo – incluso- trasvases de cuencas.  3/ Taludes construidos para defensa de pueblos, ciudades e instalaciones que generan situaciones de anegamiento por sí mismas. 4/ Decisiones tomadas con el mero fin de aprovechamiento productivo que incrementan la amenaza de anegamiento frente a precipitaciones intensas: la deforestación de extensas áreas (bosque chaqueño y flora isleña o ribereña, por ejemplo); la reducción de la superficie de suelo absorbente a partir de la extensión de las áreas urbanas y el desarrollo monocultivos intensivos que impermeabilizan los suelos (los que luego van a ser erosionados por el rápido escurrimiento de las aguas de lluvia que –a su vez- van a llegar en mayor cantidad y con mayor velocidad al cauce de los ríos y arroyos receptores). Para un análisis pormenorizado de estos procesos se remite a ZIMMERMANN, E (1995): “Implicancias Antrópicas en los Procesos de Inundaciones de Areas Llanas”. En: Jornadas Regionales Interdiscipinarias sobre Ambiente. Santa Fe.


�  	El escurrimiento de aguas contaminadas con agroquímicos es un tema que asume particular gravedad en la región por la enorme extensión del sistema de siembra directa de soja transgénica (altamente resistente a pesticidas) que ha devenido casi excluyente. Este problema no sólo afecta a cursos superficiales sino también a napas subterráneas de las que la mayoría de las localidades santafesinas toma el agua para consumo.





�  	Dice textualmente: Para determinar la línea que separa las Áreas I y II: se establecerán los límites de los cursos de agua naturales y artificiales y los cuerpos de agua permanentes según criterios hidrológicos, geomorfológicos y/o edafológicos. Para establecer la línea que separa las Áreas II y III: es la línea que materializa el alcance de la inundación de recurrencia de las crecidas que se estime necesario para definirla, la que podrá variar de un ámbito geográfico a otro, no pudiendo ser inferior a cinco años. En caso de no disponerse de los medios técnicos para la determinación de la recurrencia, podrá utilizarse su equivalente geomorlógico y/o edafológico. Para el límite de la Área III, es la línea de recurrencia a definir en cada caso o su equivalente geomorfológico y/o edafológico.





�  	En la legislación en estudio en la Provincia de Santa Fe (Anteproyecto de Código de Aguas) la línea de ribera –demarcatoria entre el dominio público y el privado– se define a partir de la cota determinada por la Crecida Máxima Anual Media, que corresponde al promedio de las máximas crecidas de cada año, cuya determinación exige operaciones bastante sofisticadas (por tratarse de ríos de llanura en una planicie extendida) y que el estado provincial no ha resuelto para todo el territorio, sino sólo en relación a parcelas específicas.  Esta definición incluiría en el dominio público, según ha sido establecido en la Ley de Áreas Inundables, las zonas I (cauces naturales y artificiales y cuerpos de agua permanente) y II (vías de evacuación de crecidas y área de almacenamiento, el cauce mayor o planos de desborde de los cauces que conducen agua cuando el caudal excede la capacidad del cauce principal). �  Los suelos contenidos en la categoría III (aquéllos que soportan inundaciones excepcionalmente) quedarían bajo dominio privado, con obligación de ceder una franja de 10 metros para servidumbre de paso. En ríos y arroyos de llanura, como los de nuestra provincia, esto significa extensas superficies de dominio público en torno a ríos y arroyos. 


�    Entre ellos Fernando Gaja y Salvador Rueda (Ver GAJA, F, 2005 pp 50-51; 53-54 y 58) y RUEDA, S, 2005, p.2)


�   “El problema de la determinación de la Línea de Ribera ha sido ampliamente abordado a través del tiempo desde diferentes ópticas y especialidades. A pesar de ello, continúan aún sin resolución satisfactoria algunos aspectos que resulten de vital importancia. Entre ellos, entendemos que el principal es resolver la dicotomía jurídica originada por la Ley Nacional Nº 17.711, entre los artículos 2.340 inciso 4º y 2.577 del Código Civil, al sentar dos criterios técnicos incompatibles, cuales son: “las crecidas medias ordinarias” y “las más altas aguas en su estado normal”. (BELAGA, J. y VICIOSO, B. 2001, p.1)








